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Jiménez Velázquez, jueza ponente.  
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de enero de 2020. 

La parte apelante, señor Alejandro Cofresí Bobé, instó por 

derecho propio el presente recurso el 13 de septiembre de 2019. En 

este, impugnó la determinación de temeridad e imposición de 

honorarios de abogado en su contra consignados en la Sentencia 

Parcial emitida el 9 de agosto de 2019 y notificada el 14 de agosto 

de 2019, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan. 

En la referida sentencia, el foro primario declaró con lugar la acción 

de nulidad de venta de una propiedad perteneciente a la comunidad 

post-ganancial existente entre las partes litigantes, por haberse 

efectuado sin el consentimiento de la señora Iraida Maritza Benabé 

García. 

Evaluadas las posturas de las partes litigantes, así como el 

derecho y los hechos aplicables a la controversia, confirmamos la 

determinación de temeridad e imposición de honorarios de abogado 

de la Sentencia Parcial apelada. 

I 

El 26 de noviembre de 2014, la señora Iraida Maritza Benabé 

García (señora Benabé) presentó una demanda contra el señor 
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Alejandro Cofresí Bobé, el señor Joey Cofresí Bobé, el licenciado 

José Ramos Ortiz y BBCA Realty Group, Inc.1 En síntesis, la 

demandante solicitó la nulidad de la compraventa respecto a un bien 

inmueble que pertenece a una corporación que forma parte de la 

comunidad de bienes post-ganancial existente entre esta y el señor 

Alejandro Cofresí Bobé, por haberse efectuado sin su 

consentimiento. Los codemandados participaron y/o estuvieron 

involucrados en la transacción presuntamente ilegal. Además, la 

señora Benabé requirió una indemnización por los daños que alegó 

haber sufrido por la presunta venta del inmueble.  

El licenciado José Ramos Ortiz presentó su alegación 

responsiva.2 Por su parte, los señores Alejandro y Joey Cofresí Bobé 

(señores Cofresí), además, presentaron una reconvención.  

Sin embargo, ante el reiterado incumplimiento injustificado 

de los señores Cofresí con las órdenes del tribunal, el 15 de febrero 

de 2019, el foro primario dictó una orden en la que eliminó las 

alegaciones formuladas en su reconvención. 

Entretanto, el señor Alejandro Cofresí Bobé presentó una 

moción de desestimación, en la que, en resumen, alegó que la causa 

de acción carecía de méritos porque el inmueble todavía pertenecía 

a la corporación que forma parte de la comunidad de bienes. Para 

sustentar su postura, acompañó una Certificación del Registro de la 

Propiedad en la que el inmueble en cuestión constaba inscrito a 

favor de la corporación. 

 Ante tal solicitud, y según ordenado por el tribunal 

sentenciador, la señora Benabé presentó una Moción en 

cumplimiento de orden y oposición a solicitud de desestimación.  

 
1 Ante la incomparecencia de BBCA Realty Group, Inc., el foro apelado le anotó la 

rebeldía mediante una Orden, notificada a las partes el 26 de junio de 2015. 
2 El codemandado José Ramos Ortiz falleció durante el transcurso del caso. 
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Tras denegar la moción de desestimación de los señores 

Cofresí y examinar los argumentos de la señora Benabé, el foro 

primario emitió la Sentencia Parcial apelada, que incluyó la 

certificación de finalidad provista en la Regla 42.3 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V.  

Conforme a las determinaciones de hecho3 del tribunal 

primario, la señora Benabé y el señor Alejandro Cofresí Bobé 

estuvieron casados hasta el 6 de junio de 2008, fecha en que se 

emitió la sentencia de divorcio por consentimiento mutuo, en el caso 

civil núm. D DI2007-2353.  

Entre las estipulaciones aprobadas por el tribunal para el 

divorcio, la señora Benabé y el señor Alejandro Cofresí Bobé, como 

dueños de la entidad Von Kupferschein Industries Corp., pactaron 

dividir en partes iguales las acciones de la referida corporación.  

En la Sentencia Parcial apelada, el tribunal a quo señaló que 

Von Kupferschein Industries Corp. aún no había sido liquidada. 

Esta tiene como activo un local ubicado en la Avenida de Diego #314 

en Puerto Nuevo, identificado en el Registro de la Propiedad de 

Puerto Rico como la finca 5113, Sección III de San Juan.  

En relación con ello, el 16 de noviembre de 2013, Von 

Kupferschein Industries Corp., representada por el señor Joey 

Cofresí Bobé, y BBCA Realty Group, Inc., representada por su 

Vicepresidente Félix Santana Nieves, otorgaron ante el 

codemandado notario José Ramos Ortiz, la Escritura de 

Compraventa Número 11, mediante la cual BBCA Realty Group, 

Inc., adquirió la propiedad antes descrita.  

En esa misma fecha, Von Kupferschein Industries Corp. y 

BBCA Realty Group, Inc., otorgaron ante el mismo notario la 

 
3 Denominadas por el tribunal sentenciador como alegaciones tomadas como 
ciertas. Véase, Sentencia Parcial, Apéndice del recurso, a la pág. 5. 
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Escritura Número 12, sobre Hipoteca en Garantía de Pagaré sobre 

la misma propiedad. 

Las escrituras mencionadas no fueron inscritas en el Registro 

de la Propiedad debido a defectos que no fueron subsanados, por lo 

que el asiento de presentación caducó.  

El foro sentenciador hizo constar en la Sentencia Parcial que 

el señor Alejandro Cofresí Bobé presentó una Certificación del 

Registro de la Propiedad para establecer que el inmueble no había 

sido objeto de compraventa, a pesar de haber admitido el hecho de 

la transacción. 

De la misma forma, el tribunal primario expuso que la señora 

Benabé no brindó su consentimiento y aceptación de la referida 

transacción de compraventa. Por lo anterior, decretó la nulidad de 

la compraventa del inmueble propiedad de Von Kupferschein 

Industries Corp.  

El foro primario concluyó que, toda vez que la comunidad de 

bienes post-ganancial aún no había sido liquidada, y que la 

corporación era parte de la masa comunal, se requería el 

consentimiento de la señora Benabé para llevar a cabo la 

compraventa del inmueble perteneciente a la entidad. El Tribunal 

de Primera Instancia indicó que el señor Alejandro Cofresí Bobé no 

había demostrado que obtuvo el consentimiento de la señora Benabé 

para realizar el negocio. Tampoco probó que Von Kupferschein 

Industries Corp. le hubiera notificado a la señora Benabé que se 

proponía disponer del inmueble.  

Asimismo, el foro primario determinó que el señor Alejandro 

Cofresí Bobé había incurrido en temeridad, al admitir el hecho de la 

transacción para luego negar su acontecimiento, y al incumplir 

reiterada e injustificadamente las órdenes del tribunal. A su vez, 

dedujo que el señor Joey Cofresí Bobé también fue temerario al 

plantear defensas y alegaciones frívolas e igualmente incumplir las 
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órdenes del tribunal. El Tribunal de Primera Instancia detalló los 

incumplimientos de los señores Cofresí Bobé con las órdenes del 

tribunal; tales como, los múltiples escritos presentados desde que 

inició el pleito en el año 2014, las dilaciones en los procedimientos 

por la conduta desafiante y las incomparecencias a las vistas. 

Así que, como resultado de la conducta contumaz desplegada 

por los señores Cofresí Bobé, el Tribunal de Primera Instancia les 

impuso el pago conjunto de $10,000.00, por concepto de honorarios 

de abogado.  

Por último, el tribunal primario señaló una vista evidenciaria 

para dilucidar los daños alegados en la demanda. 

Inconforme con el dictamen emitido, el señor Alejandro 

Cofresí Bobé, por derecho propio, instó el presente recurso y formuló 

los siguientes señalamientos de error: 

Erró el TPI al declarar la temeridad del demandante (sic) 
Alejandro Cofresí cuando este siempre estuvo disponible 
para revertir la transacción a favor de BBCA Realty. 
 
Erró el TPI al dictar sentencia sin emitir decisión con relación 
a BBCA Realty y José Ramos (fallecido), como tampoco se 
sustituyó por sus herederos. 
 

Por su parte, en su Alegato, la señora Benabé señaló que se 

debe confirmar la determinación de temeridad, dada la obstinación 

y contumacia de la parte apelante en la tramitación del proceso. De 

igual manera, solicitó la imposición de honorarios en apelación, por 

considerar frívolo el recurso presentado. 

II 

 La Regla 44.1 (d) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

autoriza al tribunal a imponer el pago de honorarios de abogado a 

una parte o su abogado que ha actuado con temeridad o frivolidad 

en el trámite de un proceso judicial. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que el 

concepto de temeridad es amplio. Torres Montalvo v. Gobernador 

ELA, 194 DPR 760, 778 (2016). Así, ha descrito la conducta 
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temeraria como aquella que “prolonga innecesariamente o que 

obliga que la otra parte incurra en gestiones evitables”. Meléndez 

Vega v. El Vocero de PR, 189 DPR 123, 212 (2013), que cita a Marrero 

Rosado v. Marrero Rosado, 178 DPR 476, 504 (2010), y a Elba A.B.M. 

v. U.P.R., 125 DPR 294, 329 (1990).  

En otras palabras, la temeridad es un comportamiento que 

incide en los procesos judiciales y afecta el buen funcionamiento de 

los tribunales y la administración de la justicia. Torres Montalvo v. 

Gobernador ELA, supra. 

Así que, el mecanismo provisto en la Regla 44.1 (d) tiene como 

propósito: 

… establecer una penalidad a un litigante perdidoso que por 
su terquedad, obstinación, contumacia e insistencia en una 
actitud desprovista de fundamentos, obliga a la otra parte, 
innecesariamente, a asumir las molestias, gastos, trabajo e 
inconveniencias de un pleito.  
 

Andamios de PR v. Newport Bonding, 179 DPR 503, 520 (2010), que cita a 
Fernández v. San Juan Cement Co., Inc., 118 DPR 713, 718 (1987). 
 

La citada regla exige que se “le imponga a [la] parte [temeraria] 

como sanción, una suma de dinero por concepto de honorarios que 

corresponda a esa conducta temeraria o frívola observada por ella; 

esto es, al grado, o intensidad, de tal conducta”. Meléndez Vega v. 

El Vocero de PR, supra, que cita a Corpak, Art Printing v. Ramallo 

Brothers, 125 DPR 724, 738 (1990). Esto es, aquel que promueva 

una acción frívola, con total ausencia de fundamento legal que la 

apoye, se expone a ser penalizado. Torres Montalvo v. Gobernador 

ELA, supra, pág. 779. 

 La determinación de temeridad y la suma específica que ha de 

concederse descansa en la sana discreción del foro sentenciador. 

P.R. Oil Co., Inc. v. Dayco Prod., Inc., 164 DPR 486, 511 (2005). Tal 

determinación no será alterada por los tribunales apelativos, salvo 

que medie abuso de discreción o no sean proporcionadas a las 

circunstancias del caso. Quiñones v. San Rafael Estates, 143 DPR 

756, 777 (1997). Como foro apelativo, debemos deferencia a la 
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determinación de temeridad hecha por el foro apelado y no podemos 

variar la cuantía impuesta, a menos que sea excesiva, exigua o 

constituya un claro abuso de discreción. Ramírez v. Club Cala de 

Palmas, 123 DPR 339, 350 (1989).  

III 

 En su primer señalamiento de error, como fundamento a su 

postura de que se elimine la imposición de honorarios de abogado 

por temeridad, el señor Alejandro Cofresí argumentó que siempre 

estuvo dispuesto a revertir la transacción impugnada en la 

demanda, pero que, por haberse representado por derecho propio, 

no supo manifestar su intención con claridad.4 

Sin embargo, el hecho de que un litigante comparezca por 

derecho propio no lo exime de cumplir con las reglas procesales, 

Febles v. Romar, 159 DPR 714, 722 (2003), y mucho menos de 

dilatar los procedimientos o de cumplir con las órdenes del tribunal. 

En el caso de autos, el foro primario entendió que el señor 

Alejandro Cofresí Bobé “negó los hechos que le constaban que eran 

ciertos” y, con ello, “obligó a la parte demandante a incurrir en 

gastos por el litigio incoado para proteger sus derechos como 

comunera”. Además, “desobedec[ió] las órdenes del Tribunal que le 

requerían comparecer representado por abogado y las que imponían 

en pago de sanciones por sus múltiples y reiterados 

incumplimientos”.5  

Por otro lado, respecto al señor Joey Cofresí Bobé indicó que 

“suscrib[ió] una Contestación a la Demanda en la que se levantaron 

defensas y alegaciones frívolas en derecho y al hacer caso omiso a 

las antedichas órdenes del Tribunal”.6  

 
4 El señor Alejandro Cofresí Bobé no cuestionó el decreto de nulidad de la 
compraventa del inmueble perteneciente a la comunidad post-ganancial existente 

entre este y la señora Benabé. 
5 Véase, Sentencia Parcial, Apéndice del recurso, a las págs. 9-10. 
6 Véase, Sentencia Parcial, Apéndice del recurso, a la pág. 10. 
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Nótese, además, que ya el Tribunal de Primera Instancia había 

eliminado las alegaciones formuladas en la reconvención de los 

señores Cofresí mediante la orden del 15 de febrero de 2019, dado 

el reiterado incumplimiento injustificado con las órdenes del 

tribunal.  

En efecto, al analizar el expediente ante nuestra 

consideración, entendemos que los señores Cofresí fueron 

temerarios en la tramitación de la cuestión planteada, tal y como 

determinó el foro primario. Por tanto, concluimos que el Tribunal de 

Primera Instancia ejerció debidamente su discreción al imponerle el 

pago de $10,000.00, por concepto de honorarios de abogado. Así 

pues, no se cometió el primer error señalado.  

Por lo que se refiere al segundo señalamiento de error, precisa 

señalar que la Regla 42.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

42.3, permite que, en un pleito de múltiples reclamaciones o partes, 

el foro primario adjudique menos del total de las reclamaciones o de 

los derechos u obligaciones de menos de la totalidad de las partes. 

U.S. Fire Ins. v. A.E.E., 151 DPR 962, 968 (2000). “Es decir, esta 

regla permite darle finalidad a una sentencia parcial que 

únicamente resuelva los derechos de una de las partes en un 

pleito”. Id. (Énfasis nuestro). 

En el presente caso, la Sentencia Parcial finiquitó la 

reclamación concerniente a la nulidad de la compraventa del 

inmueble propiedad de la masa comunal. En otras palabras, el 

tribunal sentenciador resolvió que el negocio es nulo, que nunca 

existió, por lo que tampoco tuvo efecto legal. Por tanto, contrario a 

lo alegado por la parte apelante, nada había que expresar en cuanto 

a la participación de BBCA Realty y José Ramos Ortiz en la 

transacción.  

Falta dilucidar los daños alegados en la demanda. Tal causa 

de acción permanece activa contra todas las partes, que incluye a 
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BBCA Realty Group, Inc., a quien se le anotó la rebeldía, y el 

licenciado José Ramos Ortiz, fallecido. En cuanto a este último, le 

corresponde a la parte interesada solicitar la sustitución de parte 

ante el foro primario y ponerlo en condiciones de adjudicar el 

reclamo instado en su contra.  

Por último, nos abstenemos de fijar honorarios de abogado en 

apelación, ya que colegimos que la imposición por dicho concepto 

efectuada por el Tribunal de Primera Instancia fue una adecuada.  

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, confirmamos la 

determinación de temeridad e imposición de honorarios de abogado 

de la Sentencia Parcial apelada, emitida el 9 de agosto de 2019, y 

notificada el 14 de agosto de 2019, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de San Juan. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


